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ecordemos que se planteó hacer énfasis 
en el fomento a las empresas de menor 
tamaño, con recursos frescos y personal 
especializado, así como con una batería 
de instrumentos para apoyar el desarrollo 
de las empresas instaladas en México. 
Desde entonces, e incluso anteriormente 

en los Equipos de Transición, se señaló que la política 
pública no reemplazará los esfuerzos empresariales, pe-
ro que sí pudiera ser un catalizador signifi cativo para 
incentivar estas actividades. Bajo el lema de “crecimien-
to con calidad” se propuso cambiar cualitativamente la 
estructura comercial y los fl ujos de inversión extranjera 
con el objeto de lograr una mayor integración del aparato 
productivo. Se entreveía que las políticas macroeconómi-
cas no han sido sufi cientes, en el mejor de los casos, para 

“aterrizar” y benefi ciar a la mayoría de las empresas.
¿Cómo proceder operativamente al respecto? Segura-

mente existen una serie de opciones y extremos. Una, la 
de continuar con propuestas y visiones desde el centro (y 
aparentemente nacionales): el centro propone sectores y 
prioridades; el resto del país dispone a que, con suerte, 
se vea benefi ciado por los sectores a ser fomentados. Si 
una región específi ca no es incluida, habrá que esperar al 
siguiente sexenio, con base en la experiencia histórica.

Otro es el planteamiento de una reciente publicación de 
la Cámara Nacional de la Industria de la Transformación 
(Canacintra) y la Comisión Económica para América Latina 
y el Caribe (CEPAL), titulada “Claroscuros. Integra-
ción exitosa de las pequeñas y medianas empresas 
en México”. Contraria a la postura y experiencia anterior 
se propone, entre otras cosas, una política empresarial de 
fomento a agrupamientos de empresas de menor tamaño 
a nivel regional-sectorial y con base en promotores empre-
sariales in situ. Desde esta perspectiva, el orden de los 
factores sí altera el producto: los sectores a apoyarse 
deben partir de una visión y defi nición regional, y no 
de una imposición sectorial-nacional. Lo anterior no 
sólo se debe a las enormes diferencias entre sectores a 
nivel regional –muy poco en común tiene la industria de 
la confección en Baja California con la de Oaxaca, por 
ejemplo-, pero también porque son las propias regiones 
las que mejor conocen su especialización y debilidades. 
Adicionalmente, el planteamiento de ambas instituciones 
sugiere el apoyo a agrupamientos de empresas de menor 
tamaño a nivel regional-sectorial, asumiendo que las polí-
ticas públicas no pueden tratar directamente con alrededor 
de tres millones de empresas y que las mismas requieren 
de hacer un esfuerzo inicial propio de organización para 
solicitar el apoyo colectivo del sector público. Por último, 
se insta al sector público a implementar medidas especí-
fi cas a nivel regional-sectorial con recursos y personal 
especializado: una empresa metalmecánica en Ciudad 
Juárez, por ejemplo, requiere de instrumentos y personal 
“a la medida”, los cuales muy difícilmente podrán otorgar 
un funcionario “todólogo”.

Las implicaciones de la propuesta de Canacintra/CEPAL 
son relativamente sencillas, aunque requieren de una 
enorme madurez política por parte del Gobierno federal: 
la transferencia de recursos y personal a las regiones, por 
el momento a las entidades federativas y a los municipios, 
para que éstas decidan las actividades y agrupamientos 
de empresas a ser fomentadas. Este planteamiento tiene 
sus riesgos –incluyendo la falta de experiencia y opciones 
de corrupción- aunque permite, al menos en el mediano 
plazo, el real acercamiento con las empresas. De otra 
forma, el “ombligo del mundo empresarial” (sic) continua-
rá estando entre Insurgentes Sur y la Condesa.

Al respecto, a mediados de octubre la Cadena Producti-
va de la Industria Electrónica (CADELEC), la Secretaría de 
Promoción Económica del Gobierno de Jalisco (SEPROE), 
CANIETI, CEPAL y la UNAM, entre otras, organizaron 
un evento de tres días sobre la electrónica en México. 
Entre empresarios, funcionarios y académicos nacionales 
e internacionales se concluyó con respecto a la seriedad 
de la situación actual –en nueve meses del año se habían 
perdido entre el 30 y el 40 por ciento de los empleos, 
reviertiendo los esfuerzos de varios años en Jalisco-, pero 
también con respecto a la necesidad de “aterrizar” las 
necesidades y requerimientos de las empresas para su 
mayor integración territorial. Sin embargo, las respectivas 
instituciones cuentan con mínimos recursos y personal 
para hacer frente a estas difi cultades específi cas. Como 
ésta existen innumerables experiencias a lo largo y ancho 
de México.

¿Están las instituciones federales dispuestas a cumplir 
con sus promesas y a hacer frente a estos retos regionales-
sectoriales con los recursos, el personal y las necesida-
des empresariales en forma real? ¿Han madurado po-
líticamente lo sufi ciente? Esperemos las respuestas y 
propuestas de la Secretaría de Economía y otras. Los 
diversos enfoques y múltiples análisis no dan lugar a 
futuras excusas.
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Desde ya hace algunas 
semanas se nos ha anticipado 
que próximamente se dará a 
conocer el Programa Sectorial 
de la Secretaría de Economía. 
Las expectativas son enormes, 
no sólo por el pésimo momento 
que vive actualmente la 
economía, sino que 
particularmente debido 
a las expectativas que creó 
el propio Ejecutivo desde 
diciembre del 2000.


